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BUENOS DIAS

POR MEDIO DEL PRESENTE  ME PERMITO PRESENTAR  CONTESTACION DE DEMANDA :

DTE: VICTOR MANIUEL IGLESIAS MARTES  
DDO: NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACIÓN FOMAG
RADICADO: 080013333006201700284
DESPACHO: JUZGADO 006  ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA 

SE ADJUNTA:


ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

PODER Y ESCRITURAS 


Cordialmente;

Rosanna Varela Ospino
Apoderada del FOMAG

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada
por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención,
difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este
correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus
archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de información personal, propia o de terceros,
implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice
Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales
publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le
asisten como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el
tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a
protección de datos personales en los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá,
Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del
Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203,
Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”.
Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en
forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede
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formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia,
sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad. Asimismo, tiene la
posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en
aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para
la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que
la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2.
Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que
le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A.
remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

*20201182522731* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182522731 
Fecha: 10-09-2020 

Señores 
JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA  
Adm06bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
ASUNTO:  CONTESTACIÒN DEMANDA DEVOLUCION DE APORTES  
 
PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:       VICTOR MANUEL IGLESIAS MARTES        
DEMANDADO: LA NACION-MINISTERIO DE EDUCACION- FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

RADICADO:  08001333300620170028400 

   

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO , mayor de edad, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 55.313.766 de Barranquilla,  portadora de la tarjeta profesional No. 189.320 

del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado sustituto del 

Doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS mayor de edad identificado con cédula de 

ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá y con tarjeta profesional 250.292 del Consejo Superior 

de la Judicatura, obrando como apoderado judicial de la  NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, en virtud del poder conferido por parte del señor LUIS GUSTAVO 

FIERRO MAYA  identificado con cédula de ciudadanía No. 79.953.861 de Bogotá en 

ejercicio de la delegación efectuada a través de la Escritura Pública No. 522 del 28 de Marzo 

de 2019, en la Notaria 34 del Circulo de Bogotá, otorgada por la Ministra de Educación 

Nacional y  complementada con la  Escritura Pública 0480  del 03 de Mayo de 2019, en la 

Notaria 28 del Circulo de Bogotá, suscrita por el jefe de la Oficina Asesora Jurídica del 

Ministerio de Educación Nacional, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 489 de 

1998 y demás normatividad concordante, por medio del presente  escrito procedo a 

presentar la contestación de la demanda formulada ante su honorable despacho por el Señor 

ARMANDO SARMIENTO NIEBLES        

 

 

ANTECEDENTES 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 

La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, el cual reza textualmente: 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 

de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 

cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 

deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 

determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 

del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

 

Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito 

por el Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa 

como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO o fidecomiso. 

 

I.I. A LAS PRETENSIONES 

A LAS DECLARATIVAS.  

 

Me opongo, porque se trata de una pretensión subsidiaria que sufrirá la suerte de la princi-
pal, de modo que si no es procedente  que se declare la nulidad parcial del acto administra-
tivo demandado no existe tampoco un derecho a reajustar  algún  valor por concepto de 
devolución de aportes. 

 
A LAS CONDENAS  

 

Habida consideración que del acto administrativo demandado se presume su legalidad de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley 1437 de 20111, me OPONGO a 
todas y cada una de las pretensiones buscadas por el demandante toda vez que, carecen de 
sustento fáctico y jurídico necesario para que las mismas prosperen; por lo que solicito muy 
respetuosamente se sirva denegar en su totalidad las condenas en contra de la NACIÓN, 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y como consecuencia de lo anterior se condene en costas a 
la parte actora. 
 

 
III.  EN CUANTO A LOS HECHOS 

                                                             
1 Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida 

cautelar. 
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Se aceptan los hechos relacionados con el agotamiento de la actuación administrativa (Pro-

cedimiento Administrativo). Frente a los demás, la entidad se opone, toda vez que son ob-

jeto de debate 

 

PRIMERO:Es cierto, de acuerdo a la documentación que se aporta como prueba documen-

tal al expediente. 

 

SEGUNDO: No es cierto   Es una apreciación de la parte demandante, al no estar  conforme 

con los descuentos que se le realizan a su poderdante  con fundamento en la normatividad 

invocada, argumento que  no se encuentra probado y es el objeto de la Litis.   

 

TERCERO: No me consta, que se haya agotado en debida forma  la reclamación adminis-

trativa  por lo tanto me atengo a lo que se pruebe en el proceso. 

 

IV. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 

La Ley 91 de 1989, en su artículo 8 estableció que, la gestión y pago de las pensiones, así 

como el procedimiento y prestación del servicio médico de salud de todos los docentes, 

estaría a cargo del FOMAG:   

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por 

los siguientes recursos:  

[…] 

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las 

mesadas adicionales, como aporte de los pensionados.  

 

[…]”  

 

Así pues, es claro que, por autoridad de la citada Ley es el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, la Entidad encargada de descontar el 5% de cada mesada pensional 

cancelada, incluyendo las mesadas adicionales cualquiera que sea su naturaleza. 

 

Posteriormente, la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 previó que, el régimen de cotización de 

los docentes que se encuentren afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sería el contenido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003: 

“[…] 

 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de 

aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, manteniendo la misma distribución que exista para empleadores y 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo correspondiente a las 

cuentas de salud y pensiones.  

 

El régimen salarial de los docentes que se vinculen a partir de la vigencia de la presente 

ley, será decretado por el Gobierno Nacional, garantizando la equivalencia entre el 

Estatuto de Profesionalización Docente establecido en el Decreto 1278 de 2002, los 

beneficios prestacionales vigentes a la expedición de la presente ley y la remuneración 

de los docentes actuales frente de lo que se desprende de lo ordenado en el presente 

artículo.  

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos 

servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e 

igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores 

condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo 

establecido en el artículo 3 de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas independientes, 

correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y salud.  

 

[…]” 

El inciso 4° del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, fue declarado exequible por la Corte Cons-

titucional en Sentencia C-369 del 27 de abril de 2004, M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynnet; 

siempre que dicho precepto sea interpretado así: 

 

“...6- La interpretación del actor, según la cual, la norma acusada tendría como efecto 

incrementar la cotización en salud de los docentes oficiales pensionados, es razonable 

pues es compatible con el tenor literal y el sentido general del artículo 81 de la Ley 812 

de 2003 parcialmente acusado. Así, es cierto que el inciso primero de esa disposición 

señala que el régimen prestacional de los docentes que se encuentren vinculados al 

servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 

vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley, lo cual parecería indicar 

que la disposición no se aplica a quienes se hubieran pensionado con anterioridad a la 

Ley del plan. Sin embargo, una cosa es el régimen prestacional, que hace relación 

a los beneficios de que gozan los afiliados, y otra el régimen de cotización, que 

está regulado específicamente por el inciso cuarto de ese artículo, que es el 

acusado, y que señala que la cotización de todos los docentes afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – sin que la norma establezca 

ninguna excepción - `corresponderá a la suma de aportes que para salud y 

pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores ́. Ahora bien, 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

dentro de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio se encuentran los docentes pensionados que reciben su mesada de 

dicho fondo, pues así lo prevé la Ley 91 de 1989. Es pues válido entender que 

dichos pensionados deberán, de ahora en adelante, cancelar la cotización 

prevista por las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003.” 

 

Aunado a lo anterior, es preciso señalar lo dispuesto por el artículo 204 de la Ley 100 de 

1993, así:  

 

“Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización obligatoria que se aplica 

a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud según las 

normas del presente régimen, será máximo del 12% del salario base de 

cotización el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes de 

la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. 

Un punto de la cotización será trasladado al Fondo de Solidaridad y Garantía para 

contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado. 

 

El Gobierno Nacional, previa aprobación del Consejo Nacional de Seguridad Social en 

Salud, definirá el monto de la cotización dentro del límite establecido en el inciso anterior 

y su distribución entre el Plan de Salud Obligatorio y el cubrimiento de las 

incapacidades y licencias de maternidad de que tratan los artículos 206 y 207 y la 

subcuenta de las actividades de Promoción de Salud e investigación de que habla el 

artículo 222. 

PARÁGRAFO  1º. La base de cotización de las personas vinculadas mediante contrato 

de trabajo o como servidores públicos, afiliados obligatorios al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, será la misma contemplada en el Sistema General de 

Pensiones de esta Ley.” 

 

De igual manera, es importante resaltar el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 

01 de 2005, el cual dispuso que: 

 

“El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 

vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 

2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o 

se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media 

establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del 

artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Así, el régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo 

oficial sería el establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, es 

decir, la Ley 91 de 1980, misma que estipula que en dicho descuento deben estar incluidas 

las mesadas adicionales.  

 

Además, es claro que la Ley 812 de 2003 únicamente alteró respecto del personal docente lo 

correspondiente al porcentaje destinado a aportes de salud, mas no modificó su régimen 

pensional.  

 

Posteriormente, la Ley 1250 de 2008, en su artículo 1 adicionó al artículo 204 de la Ley 100 

de 1993: 

 

“Artículo 1o. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 204 de la Ley 100 de 1993, mo-

dificado por el artículo 10 de la Ley 1122 de 2007, el cual se entenderá incluido a con-

tinuación del actual inciso primero, así: 

 

“Artículo 204. Monto y distribución de las cotizaciones 

(…) 

 

La cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados será del 

12% del ingreso de la respectiva mesada pensional”, (…)” 

 

Corolario de lo expuesto, con fundamento a lo dispuesto por la Ley 812 de 2003, se dio un 

amplio alcance al régimen de cotización en salud previsto en la Ley 100 de 1993 a los 

docentes afiliados al FOMAG, situación que conllevó que a los mismos se les aumentará el 

monto de cotización al sistema de salud respecto de su mesada pensional, pues de un 

descuento del 5% previamente señalado en la Ley 91 de 1989 se pasaría a reducir un 12% 

previsto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, sin embargo, dicha disposición no implica 

que este descuento no pueda efectuarse a las mesadas adicionales que estos devenguen.  

 

Por último, la Sección Cuarta del H. Consejo de Estado en Sentencia de 16 de diciembre de 

2015 dentro del expediente radicado N° 2015-02164-00, manifestó: 

 

“En lo relacionado con los descuentos efectuados sobre las mesadas adicionales de junio 

y diciembre, dichos descuentos son legales, puesto que los docentes afiliados al FOMAG 

gozan de un régimen pensional excepcional y a su vez el artículo 81 de la Ley 812 de 

2003 previó que deben efectuar los aportes en salud, conforme con lo previsto en las 

leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, esto es, bajo el régimen general del (12%), por lo 

que no existe ninguna norma que exima a los docentes de efectuar los aportes 

en salud sobre las mesadas adicionales” 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 
V. EXCEPCIONES DE MERITO 

 
A. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN O COBRO DE LO NO DEBIDO 

 
No es viable el pago de sumas por este concepto, toda vez que el descuento en el porcentaje 

de salud  realizado a las mesada pensionales de la demandante, se  encuentran ajustadas a 

la Ley y la normatividad vigente.  

 
B. RECONOCIMIENTO OFICIOSO O GENERICA 

 

Solicito a su Señoría que, si en el transcurso del trámite procesal resultan probados hechos 

que configuren una excepción previa, sea declarada de oficio al momento de proferir fallo, 

tal y como lo prevé el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 

 

C. PRESCRIPCION 

 
En gracia de discusión, si al actor le asistiera algún derecho con respecto a las pretensiones 

de la presente demanda, no podría reconocérsele por cuanto el artículo 41 del Decreto 3135 

de 1968 establece la prescripción de las  Acciones emanadas  de los derechos consagrados 

en este  decreto son de  tres años, contados a partir de la fecha en que se hicieron exigibles, 

acorde también  con el Art 488 de C.S.T. , Art 151 del C.P.L., demás normas concordantes y 

la Jurisprudencia  de la H Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado.  Por lo tanto y en 

el evento en que no se acojan los planteamientos expuestos, se debe declarar la prescripción 

del derecho. 

En consecuencia, con todo respeto solicito a este Honorable Despacho, declarar probada la 
excepción 

VI. PETICIÓN. 

 
Con base en los fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios, de la manera más respetuosa 

solicito al JUZGADO SEPTIMO ADMINISTRATIVO  DEL CIRCUITO DE SANTA MARTA, 

se sirva: 

 

1. NEGAR las pretensiones perseguidas por el demandante  en contra de LA NA-

CIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN -FONDO NACIONAL DE PRESTA-

CIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

2. DECLARAR probadas las excepciones propuestas en el acápite pertinente de esta 
contestación. 

VII. PRUEBAS Y ANEXOS. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 Muy respetuosamente solicito, se oficie a la entidad territorial empleadora  LA 

ENTIDAD TERRITORIAL para que, allegue respecto del señor VICTOR MANUEL 

IGLESIAS MARTES, copia autentica, integra y legible de su expediente 

administrativo. 

 

DOCUMENTALES 

 
Se anexan con este escrito: 

 

1. Poder especial debidamente constituido. 

2. Sustitución del antes referido poder. 

3. Copia de la Escritura Pública No. 522 del 28 de Marzo de 2019, otorgada en la Notaria 

34 del Circulo de Bogotá. 

4. Copia de la Escritura Pública No. 0480 del 03 de Mayo de 2019, otorgada en la Nota-

ria 28 del Circulo de Bogotá. 

 
VIII. NOTIFICACIONES 

 Mi poderdante  recibirá notificaciones personales en la Calle 72 No. 10 – 03 en la 

ciudad de Bogotá D.C; y dirección de correo electrónico t_rvarela@fiduprevisorra-

com.co  

 

 

Cordialmente,  

 
ROSANNA LISETH VARELA OSPINO 
C.C. 55.313.766  de Barranquilla  
T.P. 189.320 del C.S.J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAGVicepresidencia Jurídica 

 

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 



  

 

   

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

ZONA 2 

 

 

 

 

 

RG. No.  

 
Señor(es): 

JUZGADO 006  ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA    

E. S. D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 

Radicado:                                                       080013333006201700284 
Convocante(s) y/o Demandante(s):         VICTOR MANUEL IGLESIAS MARTES  
Convocado(s) y/o Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO  

 

 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad de apoderado 
de: 

 

• LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, representada por el Doctor LUIS GUSTAVO 
FIERRO MAYA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 
015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, lo 
dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes; conforme al Poder General otorgado mediante 
Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, aclarada por la escritura 
pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, finalmente aclarada por la 
escritura pública No. 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá. 

 
y/o 

 

• FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General otorgado por su 
Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura Pública No. 1589 del 27 de 
diciembre de 2018, protocolizada en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a mi conferido al abogado ROSANNA LISETH VARELA OSPINO Identificado civil y 

profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no 

obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación.  
 

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a favor del  
apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 

 

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del Proceso 

Cordialmente, 

 
 
 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 250.292 del C.S. de la J. 

AceptoCCc

 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO 
C.C. No.55313766 
T.P. No. 189320 Del C.S. de la J. 






















































































































































